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No. 8-25 Edificio Nacional-Primer 
Piso 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

 

TRASLADO DE EXCEPCIONES 

  

ARTICULO 175 DE LA LEY 1437 DE 2011 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 13001-33-33-002-2019-00009-00 

Demandante/Accionante EULALIA CORDOBA NAVARRO Y OTROS
 

Demandado/Accionado NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

 
La Suscrita Secretaria del Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Cartagena, de 

conformidad con lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, corre 

traslado a la contraparte de las excepciones propuestas en la contestación de demanda por EL 

APODERADO Del DEMANDANDO, por el término de tres (3) días en un lugar visible de la Oficina 

de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito de Cartagena y en la página web de la Rama 

Judicial www.ramajudicial.gov.co. Hoy CINCO (5) AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021)  

 

EMPIEZA EL TRASLADO: SEIS (6) DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) A LAS 8:00 A.M. 

      

 
AMELIA REGINA MERCADO CERA 

Secretaria Juzgado Segundo Administrativo de Cartagena 

 

 
 
 

VENCE TRASLADO: DIEZ (10) AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) A LAS 5:00 P.M. 

 
 
 
 
 

AMELIA REGINA MERCADO CERA 

Secretaria Juzgado Segundo Administrativo de Cartagena 
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Señor: 

JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVA DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

E.  S.  D. 

 

 

DEMANDANTE:  EULALIA CORDOBA NAVARRO Y OTROS 

DEMANDANDO:  NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL –  

RADICACION:  130013333002-2019-0009-00 

MEDIO DE CONTROL:  REPARACION DIRECTA 

 

 
YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ, abogada en ejercicio, identificado con Cédula de 

Ciudadanía No. 1.050.035.403 de San Jacinto Bolívar y Tarjeta Profesional No. 194.901 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderada de la NACIÓN – 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – estando dentro del término de Ley doy 

contestación a la demanda dentro del medio de control de la referencia así: 

 

EN CUANTO A LOS HECHOS 

No me constan las circunstancias de modo, tiempo, y lugar de la ocurrencia de los hechos 

narrados, pues las pruebas recogidas hasta esta instancia no ofrecen claridad sobre la 

ocurrencia del suceso. 

Los demás hechos son ajenos a mi defendida. 

EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

En calidad de apoderada judicial de la parte demandada NACIÓN – MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL – ARMADA NACIONAL, me 

opongo a todas y cada una de las pretensiones, declaraciones y condenas formuladas en la 

demanda, teniendo en cuenta que mi representada no puede responder por el supuesto daño 

causado a los demandantes y menos aún por los hechos ocurridos hace más de 13 años. 

 

Me opongo a la prosperidad de las pretensiones de la demanda porque no se establece de 

manera clara la relación de causalidad existente entre los accionantes y los hechos alegados, 

en relación con el actuar de mi defendida; teniendo en cuenta que no se prueban 

debidamente los supuestos daños causados a todos y cada uno de estos. 

 

Igualmente, dentro de la presente acción se tiene que no se vislumbra el lleno de los 

requisitos formales tendientes a demostrar el daño, lo que claramente impide la prosperidad 

de las indemnizaciones pretendidas. La jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado, ha 

establecido que para haya lugar a la indemnización se deben reunir los siguientes 

requisitos:  

 

 QUE EL DAÑO SEA CIERTO,  

 QUE ESTÉ DEBIDAMENTE DEMOSTRADO  

 SUFICIENTEMENTE CUANTIFICADO 

 

Vale la pena aclarar que el daño para ser indemnizable exige entre otros requisitos, el 

denominado de certeza, relacionado con la realidad de su existencia, en consecuencia, se 

opone a cualquier concepto de daño hipotético o eventual. 

 

 

EXCEPCIONES 

CADUCIDAD. 

Al admitir la demanda el Despacho estudio el punto, concluyendo que la acción estaba en 

termino por cuanto nos encontramos en presencia de un delito de lesa humanidad, no 
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obstante, para la suscrita los elementos del mismo no están demostrados, por ello se debe 

dar paso a la regla general de caducidad, más si se tiene en cuenta que los demandantes 

conocieron de la muerte del señor NARCISO CORDOBA NAVARRO de forma inmediata, tal 

como se detalla en el hecho 19 del cual también se extrae que al hoy occiso se le dio cristiana 

sepultura días siguientes a su muerte.  

 

los artículos 5º y 7º del Estatuto de la Corte Penal Internacional, aprobado en Colombia 

por la Ley 742 de 2002 incluyen los crímenes de lesa humanidad entre las conductas 

punibles sobre las cuales ejerce su competencia ese alto tribunal. Un crimen de lesa 

humanidad es el que por su carácter especialmente grave ofende no sólo a la víctima, sino a 

toda la familia humana.   

En ese entendido, para que la conducta tenga esta connotación debe reunir dos 

características: 

 

1ª) Darse dentro de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil. El 

ataque es generalizado cuando produce una victimización masiva, y sistemático cuando 

implica el desarrollo de actividades para idearlo, planificarlo y organizarlo. 

 

Recordemos que este hecho se presenta separado, es más ni siquiera se conocen las causas 

de modo, y tiempo en que ocurrió la muerte del señor Narciso Cordoba Navarro, pues hasta 

ahora solo se tiene el dicho de quien en aquel entonces adujo ser su compañera permanente. 
 

2ª) Ser realizada por un sujeto que tenga conocimiento de dicho ataque (esto es, que actúe a 

sabiendas de estar interviniendo en él, y no por móviles de carácter personal). 

 

Esta característica tampoco encuentra respaldo probatorio. 

 

Ahora bien, el H. Consejo de Estado tiene dicho que: 

 
“Bajo esta misma lógica, la Corporación1 ha estimado que, en los eventos de daños con efectos continuados 

(vgr. desplazamiento forzado desaparición forzada o secuestro), el término de caducidad de la demanda de 

reparación directa debe empezar a contarse a partir de la cesación del daño, esto es, cuando la persona 

aparezca, sea liberada o cuando están dadas las condiciones de seguridad para que se produzca el retorno al 

lugar de origen2.  

 

De igual forma en providencia del 12 de diciembre de 2014, se precisó lo siguiente:  

 
“Le asiste razón a los demandantes cuando indican que, mientras no tuvieran elementos de juicio que les 

permitieran estimar que la muerte del señor Durango Moreno y, como consecuencia de ella, el 

desplazamiento forzado que padecieron, pudieron ser ocasionados por agentes del Estado, no tenían razones 

suficientes para contemplar el ejercicio de la reparación directa con el fin de que se declarara la 

responsabilidad del Estado por dicha participación.  

 

Así las cosas y comoquiera que los demandantes afirman no haber conocido de la supuesta participación de 

agentes de la fuerza pública en la muerte del señor Durango Moreno hasta el momento en que reconocidos 

paramilitares rindieron declaraciones en ese sentido en el año 2012, circunstancia que será objeto del debate 

probatorio a realizarse en el trámite del proceso, en aras de garantizar el derecho fundamental al acceso a la 

administración de justicia, así como la aplicación de los principios pro damnato y pro actione, hay lugar a 

revocar la decisión del 13 de noviembre de 2013, mediante la cual el Tribunal Administrativo de Antioquia 

rechazó por caducidad la demanda interpuesta”. 

 

La Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado en sentencia de unificación de 

jurisprudencia de fecha 29 de enero de 2020, se pronunció respecto a la caducidad del 

                                                           
1 Sección Tercera, Subsección B, auto de 22 de noviembre de 2012, exp. 40177, C.P. Stella Conto Díaz del 

Castillo. En esta providencia se cita el auto de 26 de julio de 2011, proferido por la Subsección C, exp. 41037, 

C.P. Enrique Gil Botero.   
2 Lo anterior en consonancia con lo dispuesto por la Ley 387 de 1997 “por la cual se adoptan medidas para la prevención 

del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y esta estabilización socioeconómica de los 

desplazados internos por la violencia”.   
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medio de control de reparación directa en las cuales las pretensiones provienen de la 

ocurrencia de un delito de lesa humanidad así: 

 
" 3.1. Término de caducidad de la pretensión de reparación directa: ocurrencia y conocimiento del hecho 

dañoso. 

 

En cuanto al término para ejercer la pretensión de reparación directa, el numeral 8 del artículo 136 del 

C.C.A.34, adicionado por el artículo 8 de la Ley 589 de 2000, establecía que, en los casos de desaparición 

forzada, la caducidad se contaba con fundamento en la fecha en la que aparecía la víctima y, si ello no 

ocurría, desde el momento en el que quedaba ejecutoriado el fallo adoptado en el proceso penal. 

 

En los demás eventos desde el acaecimiento de la situación causante del daño; sin embargo, esta Sección 

precisó que no bastaba con la ocurrencia del hecho dañoso, pues, además, resultaba necesario su 

conocimiento por parte del afectado, ya que a partir de ello surgía el interés para ejercer el derecho de 

acción35. 

 

El literal i) del numeral 2 de la Ley 1437 de 2011 prevé la misma regla frente a la desaparición forzada y 

para los demás casos establece como determinante la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño o 

del momento en el que el afectado la conoció o debió conocerla, si fue en fecha posterior, "siempre que 

pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia". 

 

Así las cosas, para computar el plazo de caducidad no basta con la ocurrencia "de la acción u omisión 

causante del daño", pues, además, se debe determinar si el interesado advirtió o tuvo la posibilidad de 

saber que el Estado participó en tales hechos y que le era imputable el daño. 

 

De este modo, si un grupo familiar conoce la muerte de uno de sus miembros, pero no cuenta con elementos 

para inferir que el Estado estuvo involucrado y era el llamado a responder patrimonialmente, la caducidad 

no se cuenta desde la ocurrencia del hecho u omisión dañosa, sino desde que tuvo la posibilidad de advertir 

que la pretensión de reparación directa resultaba procedente para los fines previstos en el artículo 90 de la 

Constitución Política. 

 

Lo anterior no implica la individualización o sanción penal del agente que ocasionó el daño, sino el 

conocimiento de la intervención de una autoridad, porque ello restringiría el derecho de acceso a la 

administración de justicia, en cuanto condicionaría la declaratoria de la responsabilidad estatal a un 

requisito de procedibilidad que la ley no contempla, como es la identificación del autor o partícipe. 

 

El trámite de un proceso penal por los hechos que dan lugar a una demanda de reparación directa no altera 

el cómputo de la caducidad, sino que da lugar a la suspensión del proceso, tal como lo precisa el artículo 

161 del C.G.P., que prevé: 

 

"Artículo 161. Suspensión del proceso. El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la sentencia, 

decretará la suspensión del proceso en los siguientes casos: 

 

"1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en otro proceso 

judicial que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como excepción o mediante demanda 

de reconvención (...)" (se destaca) 

 

De este modo, si los afectados consideran que el resultado del proceso penal adelantado en contra del agente 

implicado en los hechos tiene la suficiencia de determinar el sentido del fallo de responsabilidad patrimonial 

del Estado, lo que les corresponde es ejercer en tiempo la pretensión de reparación directa y, luego, cuando 

el proceso se encuentre para dictar sentencia, solicitar la suspensión por "prejudicialidad", y será el juez de 

lo contencioso administrativo el que defina si existe o no una relación de dependencia o si puede definir el 

asunto sin esperar la condena penal. 

 

Precisado lo anterior, a modo de conclusión, la Sección Tercera aclara que, mientras no se cuente con 

elementos de juicio para inferir que el Estado estuvo implicado en la acción u omisión causante del  daño y 

que le era imputable el daño, el plazo de caducidad de la reparación directa no resulta exigible, pero si el 

interesado estaba en condiciones de inferir tal situación y, pese a ello no acudió a esta jurisdicción, el juez 

de lo contencioso administrativo debe declarar que el derecho de acción no se ejerció en tiempo, bien sea al 

analizar la admisión de la demanda, al resolver las excepciones en la audiencia inicial o al dictar 

sentencia, según el caso. 

 

Lo expuesto resulta aplicable a todos los asuntos de reparación directa, al margen de que se trate de delitos 

de lesa humanidad o de crímenes de guerra, pues ni el Decreto 01 de 1984 ni la Ley 1437 de 2011 establecen 

una regla especial frente a estas conductas, salvo lo referente al delito de desaparición forzada. 

 

Establecido que el conocimiento de la posibilidad de imputar responsabilidad al Estado es lo que da paso al 

conteo del término de caducidad, la Sala determinará si la imprescriptibilidad que opera en materia penal 
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frente a delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra, entre otros, da lugar al cómputo del término para 

demandar de una manera distinta. 

 

3.2.2. Similitud entre las reglas de caducidad de la reparación directa y la imprescriptibilidad penal. 

 

La imprescriptibilidad impide que el término para ejercer la acción penal se compute mientras no se 

individualice y se vincule al proceso al implicado -presupuesto de identificación del eventual responsable-, 

regla que tiene un alcance similar a la que rige en materia de caducidad de la pretensión de reparación 

directa, como se explicará a continuación. 

 

En efecto, en materia de reparación directa el término de caducidad no corre hasta tanto se cuente con 

elementos para deducir la participación del Estado en los hechos y se advierta la posibilidad de imputarle 

responsabilidad patrimonial, lo que quiere decir que, cuando se presenten tales circunstancias, no existe 

justificación para que la situación quede indefinida en el tiempo y, por ende, a partir de allí resulta 

procedente el cómputo del término establecido por el legislador, tal como ocurre en materia penal cuando 

sea individualizado y vinculado el eventual responsable. 

 

En suma, en lo penal, la acción no prescribe si no se identifica la persona que se debe procesar por el 

respectivo delito y, en lo contencioso administrativo, el término de caducidad de la reparación directa no es 

exigible sino cuando el afectado advierte que el Estado estuvo implicado en la acción u omisión causante del 

daño y le resulta imputable el daño. 

 

En conclusión, en nuestro ordenamiento, frente a la caducidad de la pretensión de reparación directa, se 

encuentra consagrado un supuesto que aplica a todos los eventos, incluidos aquellos en los que se invocan 

delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra, relacionado con el conocimiento de las situaciones que 

permiten deducir la participación y responsabilidad del Estado, como supuesto habilitante para exigir el 

plazo para demandar, regla que fue analizada en el numeral 3.1. de la parte considerativa de esta 

providencia. 

 

Así las cosas, la Sección Tercera concluye que las situaciones que se pretenden salvaguardar con la 

imprescriptibilidad de la acción penal en los delitos de lesa humanidad y los crímenes de guerra se 

encuentran previstas en materia de lo contencioso administrativo al amparo de la hipótesis del 

conocimiento del hecho dañoso y en virtud de lo cual el término de caducidad sí debe exigirse en estos 

eventos, pero a partir de que se advierta que el interesado sabía o tenía la posibilidad de advertir que el 

Estado tuvo alguna injerencia en la controversia y era susceptible de ser demandado en los términos del 

artículo 90 de la Constitución Política...” 

 

Más adelante el honorable Consejo de Estado concreta: 

“Así las cosas, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado se unificará en relación con la 

caducidad de las pretensiones indemnizatorias formuladas con ocasión de los delitos de lesa humanidad, los 

crímenes de guerra y cualquier otro asunto en el que se pueda solicitar la declaratoria de responsabilidad 

patrimonial al Estado, bajo las siguientes premisas: i) en tales eventos resulta exigible el término para 

demandar establecido por el legislador; ii) este plazo, salvo el caso de la desaparición forzada, que tiene 

regulación legal expresa, se computa desde cuando los afectados conocieron o debieron conocer la 

participación por acción u omisión del Estado y advirtieron la posibilidad de imputarle responsabilidad 

patrimonial, y iii) el término pertinente no se aplica cuando se observan situaciones que hubiesen impedido 

materialmente el ejercicio del derecho de acción y, una vez superadas, empezará a correr el plazo de ley. 
Finalmente, se precisa que el término de caducidad para solicitar al Estado la indemnización de un daño es 

inaplicable en aquellos eventos en los que se adviertan circunstancias que hubiesen impedido, desde el punto 

de vista material, el ejercicio del derecho de acción, lo que puede ocurrir frente a los delitos de lesa 

humanidad, los crímenes de guerra o cualquier otro asunto en el que se pueda demandar la responsabilidad 

patrimonial Estado, pues para tales efectos no resulta determinante la situación causante del daño, sino la 

condición particular de quien acude a la administración de justicia.” 

En este asunto los demandantes tuvieron conocimiento del hecho dañoso muerte desde el 

mismo día de los hechos como también de la imputación del mismo a la entidad, tanto que 

interpusieron denuncia penal como confiesan en los hechos de la demanda, lo que 

demuestra que no existían circunstancias que impidieran el ejercicio del derecho al acceso a 

la administración de justicia razón por la cual no puede abrirse paso la excepción planteada 

en la reciente sentencia de unificación del máximo órgano de lo contencioso administrativo, 

sino que el termino de caducidad se debe contar desde el mismo día de los hechos; sin que 

sea predicable solo respecto de quienes concurrieron al proceso penal sino que cobija a los 

demás afectados, pues se reitera no se advierte que estuvieron expuestos a impedimento 

alguno para hacer uso de las prerrogativas establecidas en su favor, por manera que se trató 
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de una decisión libre el presentar demanda solo hasta el 19 de enero de 2019, fecha para la 

cual la oportunidad había fenecido. 

 

FALTA DE LOS ELEMENTOS NECESARIOS DE IMPUTACION 

 

En el proceso, no hay elementos de juicio suficientes que conduzcan inequívocamente a 

establecer la responsabilidad de la entidad demandada. 

 

Y LA INNOMINADA:  

 

Interpongo esta excepción frente a toda situación de hecho y/o derecho que resulte probada 

en el presente proceso y que beneficie los intereses de la entidad que represento. 

 

Solicito el reconocimiento oficioso, en la sentencia, de los hechos que resulten probados y 

que contribuyan una excepción de fondo.  

 

Las demás que considere el despacho. 

 

 

ARGUMENTOS JURIDICOS DE LA DEFENSA  

El artículo 90 constitucional dispone que el Estado responderá patrimonialmente por los 

daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las 

autoridades públicas. 

 

El pilar de esta cláusula general de responsabilidad del Estado es el daño antijurídico, 

entendido este como aquel que el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar, 

verificado este surge el deber de indemnizarlo plenamente, con fundamento el principio de 

igualdad ante las cargas públicas, siempre y cuando el mismo sea imputable a la entidad, 

pues de existir una o varias causales de exoneración se rompe el nexo causal y se enerva la 

responsabilidad. 

 

El Consejo de Estado13 ha indicado que cuando se imputa responsabilidad al Estado en 

virtud de una falla del servicio, que es aquella que se presenta cuando el servicio no 

funciona, o funciona mal o tardíamente, por el incumplimiento de deberes y obligaciones 

por parte de las autoridades y de tal circunstancia se derivan daños a terceros, se debe 

probar la existencia de la falla propiamente dicha, el daño antijurídico sufrido por la 

víctima, y el nexo de causalidad entre estos dos, es decir que fue ese erróneo e ilegal 

comportamiento estatal, el que produjo el daño. 

 

Esto significa que recae en el demandante la carga de la prueba, en virtud de la cual le 

corresponde acreditar dichos extremos de la falla. Y al respecto, resulta necesario recordar 

en relación con esta carga, que la misma consiste en que quien afirma un hecho debe 

probarlo, porque de lo contrario, le corresponde asumir las consecuencias de que dicho 

hecho no haya sido debidamente acreditado. 

 

En este orden de ideas, es de recordar que los accionantes atribuyen el daño a la Nación-

Ministerio de Defensa-Ejército Nacional por cuanto, afirman, que el causante, sin mediar 

justificación, fue asesinado por miembros de la institución y presentado como una baja de 

la subversión.  

  

Sobre este punto, la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha considerado 

que la muerte de personas civiles por parte de miembros de la fuerza pública y su posterior 

presentación ante las autoridades y ante la sociedad como supuestos subversivos caídos en 

combate, constituye una modalidad especialmente atroz de las denominadas “ejecuciones 

extrajudiciales”, que compromete seriamente la responsabilidad del Estado, sin que el caso 

de marras sea uno de ellos. 
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Son los postulados de la sana crítica, esto es, “la capacidad del juez para darle a las pruebas 

la mayor o menor credibilidad, según su conexión con los hechos a demostrar y su 

capacidad de convencimiento” y en virtud de la cual “el juez goza de cierta libertad a la 

hora de apreciar el mérito probatorio de los medios de convicción, no debiendo sujetarse, 

como en el sistema de la tarifa legal, a reglas abstractas, lo que determinará la 

responsabilidad deprecada, sin que hasta esta instancia pueda llegarse a conclusión alguna, 

máxime si se tiene en cuenta que los mismos demandantes se privan al Juez de realizar 

dicha valoración al no haber acudido dentro de la oportunidad de Ley a la administración 

de justicia. 

De conformidad con lo hasta aquí expuesto, ruego se ABSUELVA a la NACION – 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – de todas y cada una de las condenas 

formuladas en su contra. 

PRUEBAS: 

De manera respetuosa solicito se oficie a: 

 

Al Comandante del Comandante del Batallón de A.D.A. No 2 “NUEVA GRANADA”, con 

sede en Barrancabermeja Calle 52, frente el comisariato Ecopetrol, mail 

Baada2@buzonejercito.mil.co, para que allegue las pruebas solicitadas en el oficio que se 

anexa, toda vez que aún no han sido recibidas por la suscrita. 

 

DOMICILIO Y NOTIFICACIONES: 

 

La parte demandada y su representante legal, el Ministro de Defensa Nacional, tienen su 

domicilio en la ciudad de Bogotá en la Avenida el Dorado, carrera 54 No. 26-25 edificio de 

tal Ministerio; la dirección electrónica de notificaciones es 

notificaciones.cartagena@mindefensa.gov.co. La suscrita defensora, tiene igualmente su 

oficina en las instalaciones de la Base Naval de esta ciudad, donde recibiré notificaciones 

y/o en la Secretaria de su Honorable Despacho. 

 

ANEXOS 

a)  Poder otorgado para el asunto y sus anexos. 

De usted, 

 

YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:Baada2@buzonejercito.mil.co
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Nº OFI 036-2021 MDNUGGGCC         

 

CARTAGENA D.T., Y C. julio de 2021 

 
Señor:   

Comandante del Batallón de A.D.A. No 2 “NUEVA GRANADA” 

Calle 52, frente el comisariato Ecopetrol, Barrancabermeja. 

Baada2@buzonejercito.mil.co 

juez38deipm@justiciamilitar.gov.co 

ASUNTO: SOLICITUD DE DOCUMENTOS 

Con el fin de atender y ejercer la defensa de los intereses de la NACION – MINISTERIO 

DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, dentro de la acción de reparación directa 

presentada por los familiares del señor NARCISO CORDOVA NAVARRO quien murió en 

hechos ocurridos el 9 de diciembre de 2007, presuntamente a manos de miembros del 

Ejército Nacional; respetuosamente me permito solicitarle, que a la mayor brevedad 

posible, nos remita los siguientes documentos: 

 Investigación disciplinaria No. 002-2009 seguida contra el S.S. ABADIA 

QUIÑONEZ LUIS. 

 Investigación penal por los hechos descritos. 

 Certificación en la que consten las circunstancias de tiempo, modo, y lugar en la que 

ocurrieron los hechos, principalmente si el causante se expuso de manera 

imprudente al riesgo que terminó segándole la vida.  

De la oportuna y eficaz gestión que ese comando se sirva prestar en apoyo a la misión asignada a 

esta oficina, dependen los resultados y alcances de la defensa de los intereses institucionales. 

NOTIFICACIONES: 

 

Dirección: BASE NAVAL  ARC – BOLIVAR - Avenida San Martin, entrada Barrio 

Bocagrande – Cartagena. Mail: yele1707@gmail.com 

 

Cordialmente, 

 

 

YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ 

Apoderado Grupo Contencioso Constitucional  

Ministerio de Defensa - Sede Bolívar 

 

 

mailto:Baada2@buzonejercito.mil.co
mailto:juez38deipm@justiciamilitar.gov.co
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REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIo DE DEFENSA NACIONAL

RESOLUCION NÚMERO 0 3 71 oe 

01 MAR 2021 
For ia cual se hace un nombramiento ordinario en la planta de empleados püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional- Unidad de Gestión General

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas enel articulo 208de
la constitución Politica, literal g articulo 61 de la Ley 489 de 1998, en concordancia con lo dispuesto en 

los articulos 13 y 14 del Decreto Ley 091 de 2007 

RESUELVE

ARTICUL01. Nombrar al Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁAN, identificado con 

la cédula de ciudadania No. 93.402.253, en el empleo de Libre Nombramiento y Remoción, Director del 

Sector Defensa, Código 1-3, Grado 18, de la Planta Global de Empleados Püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional Unidad de Gestión General Dirección de Asuntos Legales, por haber reunido losS 

requisitos para el empleo, teniendo en cuenta la necesidad del servicio. 

ARTICULO 2. Comunicar a través del Grupo de Talento Humano de la Dirección Administrativa del 

Ministerio de Defensa Nacional- Unidad de Gestión General, el presente Acto Administrativo. 

ARTICUL0 3. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y surte efectos fiscales

a partir de la posesión en el mencionado cargo. 

PUBLIQUESE, COMUNÍQUESE Y CÜMPLASE 

Dada en Bogotá, D.C.0 1 MAR 2021 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

DIEGOANDR�S MOLANO APONTE 

Vo Bo SecretarioGeneral 
Vo Bo Directora Administrativa
Vo. Bo Coordinadora Grupo Talento humano 

Proyecto PD Sashenka Pinedo



FORMATO Codigo: GT-F-008
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Republica de Colombia
Versión: 1 

Acta de poseslón Vigente a partir de: 29 de agosto de 2019 
bertud y Orden

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Libortad y Orden 

ACTA DE POSESIÓN FUNCIONARIos 

ACTA DE POSESIÓN No. 0023-21
FECHA 1 de Marzo de 2021 

En la ciudad de Bogotà D.C., se presentó al DESPACHO DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
quien reasume la facultad para la presente posesión, el Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN,
identificado con cédula de Ciudadania No. 93.402.253, con el fin de tomar posesión del empleo DIRECTOR DEL 
SECTOR DEFENSA, CÓDIGO 1-3, GRADO 18 de la PLANTA GLOBAL de empleados públicos del Ministerio 
de Defensa Nacional-Unidad de Gestión General - Dirección de Asuntos Legales, en el cual fue NOMBRADO, 

mediante Resolución No. 0371 del 1 de marzo de 2021. 

Manifestó, bajo la gravedad de juramento, no estar incurso en causal alguna de inhabilidad general o especial, 
de incompatibilidad o prohibición de las establecidas por los decretos 2400 de 1968, 1083 de 2015, ley 734 de 
2002 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 141 del decreto 2150 de 1995, solo se exige la presentación de la 
cédula de ciudadanía. 

FiFFa delPosesionado DIEGO ANDRES MOLANO APONTE 
Ministro de Defensa Nacional



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

RESOLUCIÓN NÚMERO 8 6  5 	DE 2012 

(  24  DIC. 2012 

Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competencias relacionadas con la 
actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la Nación - Ministerio de 

Defensa Nacional. 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

En uso de sus facultades constitucionales y legales y en particular las conferidas por el 
artículo 211 de la Constitución Política, los artículos 9 de la Ley 489 de 1998, 8 numeral 2 del 
Decreto 1512 de 2000, 1 del Decreto 049 de 2003, 2 numeral 8 del Decreto 3123 de 2007, 2 
numeral 8 del Decreto 4890 de 2011, 23 de la Ley 446 de 1998, artículos 159 y 160 de la ley 
1437 de 2011 y 64 del Código de Procedimiento Civil, y 

CONSIDERANDO: 

Que según lo previsto en el artículo 211 de la Constitución Política, la ley señalará las 
funciones que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de 
departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, 
superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine. 
Igualmente, fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en 
sus subalternos o en otras autoridades. 

Que en virtud de la norma en cita la delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual 
corresponderá exclusivamente al delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá siempre 
reformar o revocar aquel reasumiendo la responsabilidad consiguiente. 

Que de conformidad con lo consagrado en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución Política y de conformidad con la 
citada Ley, "están habilitadas para transferir el ejercicio de funciones y la atención y decisión 
de los asuntos a ellas confiados por la ley, mediante acto de delegación, a los empleados 
públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el 
propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 
artículo 209 de la Constitución Política y en la ley". 

Que de acuerdo a lo previsto en el artículo 6 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas funciones con el 
fin de lograr los fines y cometidos estatales y prestar su colaboración a las demás entidades 
para facilitar el cumplimiento de sus funciones, procurándose en el desarrollo de la función 
pública, de manera prioritaria, dar aplicación a los principios de coordinación y colaboración 
entre las autoridades administrativas y entre los organismos del respectivo sector. 

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 23 de la Ley 446 de 1998 cuando en un 
proceso ante cualquier jurisdicción intervengan entidades públicas, el auto admisorio de la 
demanda se debe notificar personalmente al Representante Legal de la Entidad Pública o a 
quien éste haya delegado la facultad de recibir notificaciones. 



RESOLUCIÓN NÚMERO  8 6 1 5  
2 4 D I C. 2012 

DE 2012 	HOJA No 2 

Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

Que teniendo en cuenta la clase, volumen y naturaleza de los procesos en que es parte la 
Nación - Ministerio de Defensa, se hace necesario delegar la facultad de notificarse y 
constituir apoderados, en algunos servidores públicos, en orden a garantizar el cumplimiento 
de los principios de eficacia, moralidad, economía y celeridad en la gestión litigiosa. 

Que el artículo 159 de la ley 1437 de 2011, establece: 

"CAPACIDAD Y REPRESENTACIÓN. Las entidades públicas, los particulares 
que cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo 
con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como 
demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso 
administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 

La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos 
judiciales, por el Ministro, Director de Departamento Administrativo, 
Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Procurador General de la 
Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho. 

El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con la 
Rama Legislativa; y el Director Ejecutivo de Administración Judicial la representa 
en cuanto se relacione con la Rama Judicial, salvo si se trata de procesos en los 
que deba ser parte la Fiscalía General de la Nación. 

En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las 
entidades públicas la tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas 
Nacionales en lo de su competencia, o el funcionario que expidió el acto. 

En materia contractual, la representación la ejercerá el servidor público de mayor 
jerarquía de las dependencias a que se refiere el literal b), del numeral 1 del 
artículo 2 de la Ley 80 de 1993, o la ley que la modifique o sustituya. Cuando el 
contrato o acto haya sido suscrito directamente por el Presidente de la República 
en nombre de la Nación, la representación de esta se ejercerá por el Director del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 

Las entidades y órganos que conforman el sector central de las administraciones 
del nivel territorial están representadas por el respectivo gobernador o alcalde 
distrital o municipal. En los procesos originados en la actividad de los órganos de 
control del nivel territorial, la representación judicial corresponderá al respectivo 
personero o contralor." 

Adicionalmente al artículo 160 de la ley 1437 de 2011, nos indica: 

"DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al proceso deberán 
hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley 
permita su intervención directa. 

Los abogados vinculados a las entidades públicas pueden representarlas en los 
procesos contenciosos administrativos mediante poder otorgado en la forma 
ordinaria, o mediante delegación general o particular efectuada en acto 
administrativo". 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

Que de conformidad con el inciso primero del artículo 64 del Código de Procedimiento Civil, la 
Nación y demás Entidades de Derecho Público, podrán constituir apoderados especiales para 
atender los procesos en que sean parte, siempre que sus representantes administrativos lo 
consideren conveniente por razón de distancia, importancia del negocio u otras circunstancias 
análogas. 

RESUELVE 

CAPITULO PRIMERO 

DELEGACIONES AL INTERIOR DEL MINISTERIO DE DEFENSA — GESTIÓN GENERAL 

ARTÍCULO 1. Delegar en el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa Nacional 
las siguientes funciones: 

1. Notificarse de las demandas, atenderlas directamente y constituir apoderados en los 
procesos contencioso administrativos que cursen contra la Nación - Ministerio de Defensa 
Nacional, ante el Honorable Consejo de Estado, Tribunales Contencioso Administrativos y 
Juzgados Contencioso Administrativos, así como en los procesos que se adelanten ante la 
Corte Constitucional por demandas de inconstitucionalidad. 

2. Notificarse de las acciones de Tutela, de Cumplimento, Populares o de Grupo, 
pudiendo contestar, rendir informes, constituir apoderados en dichas acciones e impugnar los 
fallos por si o por intermedio de apoderado, así como presentarlas en nombre de la entidad 
como accionante o demandante. 

3. Notificarse de las demandas, atenderlas directamente o designar apoderados dentro de 
los procesos que cursen en los Juzgados Civiles, Penales y Laborales de todo el territorio 
nacional en contra de la Nación - Ministerio de .Defensa Nacional. 

4. Constituirse en parte civil o designar apoderados para que lo hagan, en los términos y 
para los efectos del artículo 36 de la Ley 190 de 1995. 

5. Para efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes, otorgar poderes a 
funcionarios abogados del Ministerio de Defensa Nacional según lo requieran las necesidades 
del servicio, para los trámites tendientes a la recuperación de la cartera por cobro coactivo, o 
realizarlas directamente, así como asignar funciones de Secretario a un empleado de la 
misma entidad, con el fin de apoyar con las funciones administrativas. 

6. Notificarse y designar apoderados en las querellas policivas y administrativas que cursen 
ante el Ministerio de Protección Social e Inspecciones de Policía o atenderlas directamente. 

7. Designar apoderados con el fin de iniciar cualquier tipo de acción en las jurisdicciones 
contencioso administrativo, ordinaria y policiva o iniciarlas directamente. 

8. Notificarse y designar apoderados para atender e iniciar las actuaciones administrativas 
que se surtan o deban surtirse ante las entidades de la Administración Pública del orden 
Nacional, Departamental, Municipal o Distrital o hacerlo directamente o ante cualquier 
particular que ejerza funciones públicas, así como de las ofertas de compra de inmuebles que 
le presenten a la entidad. 

9. Notificarse y designar apoderados, así como adelantar todos los trámites administrativos 
inherentes a las actuaciones ambientales o atenderlo directamente. 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

ARTÍCULO 2. Delegar la función de notificarse de las demandas y constituir apoderados en 
los procesos contencioso administrativos, acciones de Tutela, Populares, de Grupo y de 
Cumplimiento que cursen contra la Nación - Ministerio de Defensa Nacional ante los 
Tribunales y Juzgados, en los Comandantes de las Unidades Operativas y Tácticas de las 
Fuerzas Militares que se indican a continuación. 

Ciudad 	de 
ubicación 	del 
Despacho Judicial Departamento 	Delegatario 
Contencioso 
Administrativo 
Medellín ntioquia 	 Comandante Cuarta Brigada 

lArauca 
Barranquilla 	tlántico 

Comandante Brigada Dieciocho 
Comandante Segunda Brigada 

rauca 

Barrancabermeja Santander del Sur 
Comandante Batallón de Artillería de Defensa Aérea 
No.2 Nueva Granada 

Cartagena 	Bolívar Comandante Fuerza Naval del Caribe 

Tunja 	 Boyacá Comandante Primera Brigada 

Buenaventura alle del Cauca 
Comandante Brigada Fluvial de Infantería de Marina 
No.2. 

Buga alle del Cauca 
Comandante Batallón de Artillería No.3 Batalla de 
Palace. 

Manizales 	Caldas 

Florencia 	Caquetá 

Comandante Batallón de Infantería No. 22 
"Ayacucho" 
Comandante Décima Segunda Brigada del Ejercito 
Nacional 

Popayán 	Cauca 

Montería 	Córdoba 

Comandante Batallón de Infantería No.7 "José Hilario 
López" 
Comandante Décima Primera Brigada del Ejército 
Nacional 

Yopal 	 Casanare 
Comandante Décima Sexta Brigada del Ejército 
Nacional 

Valledupar 	Cesar Comandante Batallón de Artillería No. 2 " La Popa 

Quibdo 	 Choco 
Comandante Batallón de Infantería No. 12 "Alfonso 
Manosalva Flores" 

Riohacha 	Riohacha 

Huila 	 Neiva 

Comandante Batallón de Infantería Mecanizado No. 6 
"Cartagena" 
Comandante Novena Brigada del Ejército Nacional 

Leticia mazonas 
Comandante Brigada de Selva No.26 del Ejército 
Nacional. 

Santa Marta 	Magdalena 

Villavicencio 	Meta 

Comandante Primera División del Ejército Nacional. 
Jefe Estado Mayor de la Cuarta División 

Mocoa 	 Putumayo omandante Brigada No.27 del Ejército Nacional 

Cúcuta 	 Norte de Santander 

Pasto 	 Nariño 

omandante Grupo de Caballería Mecanizado No. 5 
'General Hermógenes Maza" 
Comandante Batallón de Infantería No. 9 "Batalla de 
Boyacá" 

Norte de Santander 
Comandante Batallón de Infantería No.13 García 
Rovira. 
Comandante Octava Brigada del Ejército Nacional. Quindío JA

Pamplona 

rmenia 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

Pereira Risaralda 	iComandante Batallón de Artillería No. 8 "San Mateo" 

San Gil Santander 
Comandante Batallón de Artillería No.5 Capitán José 
Antonio Galán. 

Bucaramanga Santander Comandante Segunda División del Ejército Nacional. 

San Andrés San Andrés 
Comandante Comando Específico San Andrés 
y Providencia 

Santa 	Rosa 	de 
Viterbo 

Boyacá Comandante Primera Brigada del Ejército Nacional. 

Sincelejo Sucre Comandante Primera Brigada de Infantería de Marina 

Ibagué Tolima Comandante Sexta Brigada del Ejercito Nacional 

Turbo Antioquía 
Comandante Batallón Fluvial de Infantería de Marina 
No 20. 

Cali Valle del Cauca 
Comandante Tercera División del Ejercito Nacional 

ipaquira- 
Facatativá-Girardot 

Cundinamarca 
Director 	de 	Asuntos 	Legales 	del 	Ministerio 	de 
Defensa Nacional 

PARÁGRAFO. Podrá igualmente el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa 
Nacional, constituir apoderados en todos los procesos que cursen ante los Tribunales y 
Juzgados Contencioso Administrativos del territorio nacional. 

ARTÍCULO 3. Los delegatarios relacionados en el artículo 2 de la presente Resolución, 
contaran para el ejercicio de la función delegada con los profesionales abogados de la 
Dirección de Asuntos Legales de este Ministerio. 

Por su parte, los delegatarios brindaran apoyo a los abogados designados por la Dirección de 
Asuntos Legales para el cumplimiento de las funciones litigiosas a ellos asignadas, 
especialmente en la consecución de pruebas requeridas por las instancias judiciales al interior 
de los procesos. 

PARÁGRAFO. En aquellas Jurisdicciones en donde no se cuente con funcionario de la 
Dirección de Asuntos Legales, se deberá prestar por parte del delegatario apoyo al apoderado 
encargado de esa instancia judicial con la designación de un funcionario de su Unidad para 
que realice el seguimiento a los procesos judiciales que se sigan en contra del Ministerio de 
Defensa Nacional. Para el efecto se harán las coordinaciones pertinentes. 

CAPITULO SEGUNDO 

DELEGACIONES EN OTRAS DEPENDENCIAS DEL MINISTERIO DE DEFENSA 

ARTÍCULO 4. Delegar en el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada las siguientes 
funciones: 

1. La facultad de representar a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada en los procesos contencioso administrativos que se surtan 
ante las diferentes instancias judiciales, así como en los procesos que se adelanten ante la 
Corte Constitucional por demandas de inconstitucionalidad contra normas de su competencia. 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
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En desarrollo de esta facultad el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada podrá 
recibir notificaciones y constituir apoderados. 

2. La facultad para notificarse de las acciones de Tutela, Populares, de Grupo y de 
Cumplimento, pudiendo rendir informes, constituir apoderados en dichas acciones e impugnar 
los fallos por si o por intermedio de apoderado. 

3. La facultad para representar a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional -
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada en los procesos por cobro coactivo para 
hacer efectivos los créditos exigibles a favor de la Superintendencia y la facultad para 
constituir apoderados para hacer exigibles dichos créditos en todo el territorio nacional, para 
efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes. 

4. La facultad para representar a la Nación Ministerio de Defensa en los procesos ordinarios 
que contra la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada cursen en los estrados 
judiciales. 

5. La facultad para representar a la Nación Ministerio de Defensa — Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, en los procesos penales. 

ARTÍCULO 5. Delegar en el Director General de Sanidad Militar y Directores de Sanidad de 
las diferentes Fuerzas y Policía Nacional, en los Jefes de las Oficinas de Prestaciones 
Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, del Ejército Nacional, de la Fuerza Aérea 
Colombiana, de la Armada Nacional y de la Policía Nacional, o quien haga sus veces y en los 
Jefes o Directores de Personal o Desarrollo Humano o quien haga sus veces en el Ministerio 
de Defensa Nacional, el Ejército Nacional, la Fuerza Aérea Colombiana, la Armada Nacional y 
la Policía Nacional  ,  la facultad de notificarse de las acciones de Tutela, pudiendo contestar, 
rendir informes e impugnar los fallos por sí o por intermedio de apoderado. 

En desarrollo de esta delegación se remitirá a la Dirección de Asuntos Legales del Ministerio 
de Defensa Nacional, trimestralmente, la siguiente información: 

1. Corporación judicial que atendió la tutela. 
2. Accionante 
3. Causa de la Acción 
4. Resumen del fallo. 
5. Decisión de Impugnación, si ha hubiere. 

CAPITULO TERCERO 

DISPOSICIONES COMUNES 

ARTÍCULO 6. CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA DELEGACIÓN 

Las delegaciones efectuadas a través de la presente resolución, serán ejercidas por los 
funcionarios delegatarios conforme a las siguientes condiciones: 

1. La delegación es una decisión discrecional del delegante y su cumplimiento es vinculante 
para el delegatario. 
2. El ejercicio de las competencias que por medio de la presente resolución se delegan, está 
sujeto a la observancia plena de los requisitos y parámetros relacionados con la actividad 
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litigiosa de las Entidades Públicas establecidas en la ley, manuales y políticas del Ministerio 
de Defensa Nacional. 
3. Cuando lo estime conveniente, el Ministro de Defensa Nacional podrá reasumir en todo 
caso y en cualquier momento, total o parcialmente, las competencias delegadas por medio del 
presente acto. 
4. La delegación establecida en el artículo 3 de esta Resolución no comprende la facultad a 
motu proprio, o a través de apoderado de conciliar, transar o utilizar cualquier otro 
mecanismo alternativo de solución de conflictos en nombre de la Nación — Ministerio de 
Defensa Nacional. 
5. Las facultades delegadas mediante la presente Resolución son indelegables. 
6. La delegación eximirá de toda responsabilidad al delegante, y será asumida plenamente y 
de manera exclusiva por el delegatario, sin perjuicio de que en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 211 de la Constitución Política el delegante pueda en cualquier tiempo reasumir la 
competencia, revisar y revocar los actos expedidos por el delegatario, con sujeción a lo 
dispuesto en el Código Contencioso Administrativo. 
7. El delegatario deberá observar estrictamente las disposiciones legales y reglamentarias que 
regulen el ejercicio de la delegación y es responsable de las decisiones que tome en ejercicio 
de la misma. 
8. El delegatario deberá desempeñarse dentro del marco de actividades establecido en este 
acto de delegación. 
9. El delegatario deberá atender oportunamente los requerimientos sobre el ejercicio de la 
delegación, hechos por delegante. 
10. El delegatario deberá cumplir las orientaciones generales dadas por el delegante. 
11. El delegatario facilitará la revisión de sus decisiones por el delegante. 
12. Los servidores públicos que ejerzan la defensa judicial, deberán dar estricto cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 45 del Decreto 111 de 1996. 
13. En virtud del principio de continuidad de la administración y de la presunción de legalidad 
de los actos administrativos, el simple cambio de funcionario delegante y/o delegatario no 
extingue los efectos del acto de delegación. De ahí que, en caso de supresión de cargos o de 
cambio de denominación de los mismos, las delegaciones se entenderán efectuadas en 
aquellos que se han citado en el presente acto administrativo para la delegación de 
competencias, hasta tanto se expida un nuevo acto administrativo que las reasigne. 
14. Las responsabilidades y consecuencias de la presente delegación, se rigen por las normas 
legales aplicables, y en particular por los artículos 9 y siguientes de la Ley 489 de 1998. 
15. Este acto tiene fuerza ejecutoria mientras no sea revocado, suspendido, modificado, 
derogado o anulado por autoridad competente. 

ARTÍCULO 7. COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS 
INVOLUCRADOS EN LA GESTIÓN DE REPRESENTACIÓN, APODERAMIENTO Y 
DEFENSA JUDICIAL. 

Los funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional, que tengan como función la actividad 
litigiosa ante las diferentes Jurisdicciones, deberán suscribir un compromiso anticorrupción 
que reposará en su folio de vida, en el que se exprese explícitamente su voluntad de abogar 
por la transparencia en los procesos litigiosos y la responsabilidad de rendir informes de su 
actuación, compromiso a través del cual, asumirán como mínimo los siguientes: 

No ofrecer ni dar prebenda ni ninguna otra forma de contraprestación a ningún funcionario 
público. 

No propiciar que nadie, bien sea empleado de la entidad o familiar ofrezca o dé prebendas o 
contraprestación a ningún funcionario de la entidad a su nombre; 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

No recibir directa o indirectamente prebendas ni ninguna otra forma de contraprestación o 
beneficio a ningún interesado en los procesos que realiza para el cumplimiento de las 
funciones a su cargo, ni para retardar el ejercicio de dichas funciones. 

No realizar conductas que atenten contra la seguridad del personal y de las instalaciones, así 
como de los intereses de la institución o que pongan a la entidad en desventaja frente a otras 
personas naturales o jurídicas. 

Informar al inmediato superior de las conductas que se detecten relacionadas con falta de 
transparencia en el ejercicio del cargo, por parte de los funcionarios responsables del litigio. 

No realizar acuerdos ni utilizar los mecanismos alternativos de solución de conflictos sin el 
previo análisis y aprobación del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Entidad. 

Asumir y reconocer expresamente, las consecuencias que se deriven del incumplimiento del 
compromiso anticorrupción precedente o de cualquiera otra de sus obligaciones legales 
asociadas a las gestiones propias de la actividad litigiosa a su cargo, ante las diferentes 
autoridades encargadas de llevar a cabo las correspondientes investigaciones. 

ARTÍCULO 8. INFORME SEMESTRAL. El Superintendente de Vigilancia y Seguridad 
Privada, deberá remitir semestralmente un informe de la actividad realizada en virtud de esta 
Delegación al señor Ministro de Defensa Nacional para su seguimiento y control. 

Los funcionarios encargados de la actividad litigiosa del Ministerio de Defensa Nacional, 
deberán rendir informe semestral de las actuaciones y del estado de los procesos a los 
delegatarios con copia a la Secretaría General de este Ministerio. 

PARÁGRAFO: El informe semestral que rindan los delegatarios indicados en este artículo y 
los apoderados a los delegatarios, constituirá uno de los mecanismos para efectuar el 
seguimiento y control de la función delegada en este acto administrativo. 

ARTÍCULO 9. EMPALME EN CASO DE CAMBIO DE MANDO. Cuando haya cambios de los 
funcionarios designados como delegatarios a través de la presente Resolución, éstos deberán 
preparar un informe de situación y ejecución de las funciones asignadas a su cargo, dejando 
constancia de la información y documentación entregada al nuevo funcionario que ejercerá las 
funciones o la competencia respectiva, cuya copia será remitida a la Dirección de Asuntos 
Legales del Ministerio de Defensa Nacional, para su control y seguimiento. 

ARTÍCULO 10. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente Resolución rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga las normas que le sean contrarias, en especial la Resolución 
No. 3530 de 2007. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE, 
2 4 DIC. 2012 

Dada en Bogotá, D.C. 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 41111 

DARLOS PINZÓN BUENO/ 
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